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INTRODUCCION

L
as reflexiones y los estudios acabados so­
bre el proceso de transición chilena, hoy
tan umversalmente admirado, son sor­

prendentemente escasas. Pienso que la discu­
sión de si ella está o no definitivamente consu­
mada, en la que el actual Presidente de la Re­
pública, por lo demás, ha colocado diferentes
percepciones en los últimos años, ciertamente
dilata su comprensión más en profundidad.

La transformación gradual de los compo­
nentes autoritarios del Régimen Militar en con­
tenidos e instituciones democráticas, no fue
sólo un fenómeno político como se pensó du­
rante 17 años, sino algo mucho más complejo
y trascendente, que es la entera modificación
de la sociedad y aun del espíritu de la convi­
vencia nacional.

Hoy es una certeza lo que en 1990 era
apenas una hipótesis. La incidencia de las mo­
dernizaciones y de los ajustes económicos y
sociales en el éxito de la transición, legaron al
primer Gobierno democrático expectativas pro­
misorias y un clima favorable a los acuerdos y
a la mantención de las estabilidades básicas.

El desenlace político del régimen militar -
tan al contrario de lo habitual en Latinoaméri­
ca, como han señalado otros expositores- no
significó anarquía, agitación social, crisis de le­
gitimidad o incertidumbre institucional. Tampo-
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co en lo económico se heredó aumento de la
pobreza, deuda extema agobiante, inflación ga­
lopante o corrupción, sino una orientación
muy firme.

Falta un juicio equilibrado sobre la nueva
base material y social que entregó el régimen
de las FFAA, pero tal enfoque no es el tema de
esta exposición, sino las características políti­
cas del proceso.

LA TRANSICION
A LA DEMOCRACIA

El tránsito chileno a la democracia se dis­
tingue, desde luego, por la influencia de la sin­
gular tradición democrática del país. En él jue­
ga un papel fundamental la identidad histórica
de Chile y de sus FFAA. De esta manera, no
puede discutirse que una parte sustancial de la
opinión que apoyó al régimen militar siempre
impulsó el propósito institucionalizador contra
la ¡dea de la prolongación indefinida del autori­
tarismo.

Un factor fundamental fue la Constitución
de 1980, al fijar un plazo de término al ejerci­
cio del poder político y un diseño jurídico-insti-
tucional de la transición. La prolongación per­
sonal del general Augusto Pinochet en la Jefa­
tura de Estado era, sin duda, una parte muy
importante de esta estructura, aprobada plebis­
citariamente en un momento de éxito político
y económico, cuando no se vislumbraban ame­
nazas contra la permanencia del régimen; pero
lo esencial es que este plazo trasladó progresi­
vamente el debate hacia la naturaleza del régi­
men definitivo, dejando de lado la opción -una
y otra vez fracasada- de un eventual desplome
del Gobierno mediante la movilización social y
la subversión violenta.

Las normas constitucionales determinaron
una democracia con caracteres restringidos, la
democracia 'protegida'. Asimismo, la Carta de
1980 estableció su modalidad de transición,
que, plebiscito mediante, debía conducir al
país del régimen constitucional autoritario (de
1980 a 1988) al de democracia protegida (de
1989 en adelante). Sin embargo, la existencia
de las normas constitucionales y de las leyes
políticas, incorporadas al esquema desde
1985, obligaron a todos los actores, incluidos
por cierto las FFAA y el Presidente Pinochet, a
someter sus conductas dentro de dichos mar­
cos jurídicos, los que gradualmente dieron a la
oposición democrática posibilidades de manio­
bra y de organización que, incluso, fueron su­
periores a las que disponían durante el período
de la ilusión de su lucha contra el sistema. La 

contienda entre el Gobierno y la oposición se
cambió, entonces, desde un conflicto puro de
fuerza, donde la oposición sólo cosechó derro­
tas, hacia un terreno político en que pudo ven­
cer el final democráticamente.

En general, el Plebiscito de 1988 es juzga­
do como el momento clave de la transición
chilena. Parece que ahí el sistema jurídico-insti-
tucional creado por el Gobierno militar superó
el destino político individual del general Pino­
chet y, al admitir su derrota, las FFAA consoli­
daron su compromiso con el itinerario institu­
cional, permitiendo que la sociedad civil, con­
ducida por los nacientes partidos políticos,
asumiera la iniciativa de reencauzar la transi­
ción hacia una democracia efectiva.

El plebiscito de julio de 1989 que reformó
la Constitución -después de una admirable ne­
gociación entre el Gobierno, la Concertación y
Renovación nacional-, superó la antinomia de
quienes habían sostenido que a la Carta no ha­
bía que "moverle ni una coma" y la de los
miembros de la oposición que insistían, a su
vez, en que a esa Constitución no se le acepta­
ba "ni la primera letra". Y algo importante: re­
suelta la legitimidad el régimen político antes
del término del Gobierno autoritario, disminu­
yeron al mínimo las tensiones propias del tras­
paso del poder.

Por otra parte, las reformas constituciona­
les, aprobadas por una abrumadora mayoría,
zanjaron los principales nudos de conflicto. Co­
mo se sabe, la modificación del artículo 89
subsanó el problema del pluralismo político y
la exclusión por razones ideológicas; el perfec­
cionamiento de las garantías individuales con­
solidó el resguardo de los derechos humanos;
el cambio en la integración y en las facultades
del Consejo de Seguridad Nacional eliminó el
peligro de una tutela sobre el sistema demo­
crático y, finalmente, la flexibilización de los
mecanismos de reforma de la propia Constitu­
ción la apartaron del inmovilismo, cautelando
su estabilidad, pero eliminando su rigidez.

Este final exitoso no es el producto de la
coyuntura electoral que la hizo finalmente via­
ble, sino de un rico y largo desarrollo que le
dio bases sólidas y coherentes. Hubo avances
y retrocesos, pero su marca de fondo fue siem­
pre un nivel más cercano a la transición, que fi­
nalmente se obtuvo. Sin disminuir el efecto
esencial para la transición de la victoria plebis­
citaria del "NO", este hecho únicamente permi­
tió el paso final de una madurez bien insinuada
desde muchos años antes, cuyo punto decisivo
es, a mi juicio, el Acuerdo Nacional de 1985,
llave maestra del espíritu y de los contenidos
de la transición finalmente lograda.
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EL inicio
DE LA TRANSICION

Trataré de recordar hechos culminantes y
especialmente testimonios que revelan la can­
tidad de veces en que los actores políticos fun­
damentales del proceso se equivocaron grave­
mente en diagnósticos que parecían fundados
en elementos inamovibles. También es eviden­
te que este proceso fue un proceso en que tan­
to los sectores de Gobierno como de oposición
se fueron progresivamente influenciando recí­
procamente hasta obtener lo que se logró final­
mente.

A fines de 1982, los balances de fin de
año constataron, junto con los durísimos efec­
tos de la recesión económica, la falta de los
rasgos propios del período de transición que
oficialmente se vivía desde marzo del año ante­
rior. Sectores de adhesión probada al Gobier­
no Militar reconocían la ausencia de avances
diferenciadores en materia de libertades políti­
cas, cuidadosamente estipuladas en la Carta.
Sin embargo, el Gobierno prefería aplicar, dis­
posiciones discrecionales como el polémico ar­
tículo 249 transitorio, en lugar de recurrir a las
normas permanentes. La oposición hacia valer
la imposibilidad de practicar un efectivo plura­
lismo político, careciendo de libertad de críti­
ca. A su vez, el Gobierno destacaba la obceca­
ción de los disidentes para no admitir situacio­
nes obvias como su legitimidad, surgida de la
aprobación de la Constitución de 1980, lo que
situaba a los opositores en una aparente rebel­
día al orden instituido.

Sugestivamente, en octubre de ese año,
en la localidad de Santa Cruz -el Presidente Pi-
nochet acostumbraba a dar realmente campa­
nazos en las localidades más aisladas y menos
pobladas del territorio nacional- Pinochet hizo
ver su molestia hasta con el uso del término
transición. "Siempre los políticos tratan de po­
nerle a uno un plazo, aunque sea largo -dijo el
Jefe de Estado- y aún así principia la presión
para acortarlo, como sucede ahora con lo que
yo he llamado período de 'normalización'. ¿Por
qué han querido llamarlo período de transi­
ción? ¿Transición a qué, señores?".

La molestia de Pinochet obedecía al acoso
opositor que él sentía con una fuerza no vista
en años anteriores. Sus palabras, sin embargo,
oscurecían el sentido de la Constitución, que
contemplaba un período presidencial con ca­
racterísticas especiales hasta 1989, en el cual
regían normas transitorias. El termino "período
de transición" no era sólo un hecho constitu­
cional, sino que está presente, por cierto, en
el discurso de Chacarillas del 9 de julio 1977, 

eso sí que con características distintas de lo
que definitivamente se aprobó.

El intento de cambiar la denominación del
período de transición por el de "normalización"
-Pinochet decía: 'Estamos normalizados: tene­
mos una Constitución, tenemos un Presidente
constitucional, porque así lo aprobaron. Y tene­
mos la democracia como forma de vida'- susci­
tó, sin embargo, la aprensión de que se preten­
diera conferir un carácter permanente al esta­
tuto que la Constitución consagraba como ex­
plícitamente transitorio, tal como lo postulaban
en ese momento los sectores minoritarios del
Gobierno.

A comienzos de 1983 se designó una co­
misión, presidida por el ex Ministro del Inte­
rior, Sergio Fernández, para estudiar y propo­
ner quince anteproyectos de leyes orgánicas
constitucionales, de quorum calificado, y otras
complementarias de la Constitución, rio obs­
tante que el encargo no incluyó las leyes políti­
cas, trajo un relativo alivio para los sectores
"blandos" del Gobierno y una señal positiva de
la transición institucional.

Por entonces, las afirmaciones de persone-
ros de la línea 'dura' del régimen, algunos alta­
mente colocados, hacían juego con otras inter­
venciones generalmente improvisadas del Pre­
sidente Pinochet, susceptibles de ser interpre­
tadas como indicación de que el entusiasmo
del Jefe del Estado por impulsar la plena nor­
malización y vigencia de la Constitución de
1980 era inexistente o, en todo caso, muy ti­
bio, especialmente en cuanto ella se dirigía a
establecer en el país un régimen democrático,
con autoridades elegidas mediante sufragio po­
pular, secreto, libre e informado.

Los años siguientes pondrían de manifies­
to, sin embargo, que cuando Pinochet aborda­
ba el tema en forma medular y programada,
siempre adhirió a la Constitución y a la evolu­
ción contemplada en ella. Un libro revelador
sobre las conductas de la oposición, publicado
el año pasado, tiene el título sugestivo, para Pi­
nochet, de Atrapado en su red. Su autor, el so-
cialdemócrata y ex-comunista Patricio Cueto,
estima que la "red" es la legalidad diseñada
por el Gobierno de las FFAA, que finalmente
permitió a la oposición, mediante el uso de sus
cauces, obtener la victoria en el plebiscito de
1989. Esta 'red' de una institucionalidad de­
mocrática a partir del régimen autoritario se es­
tructuró lentamente, impulsada por sectores ci­
viles de gran espíritu público, a menudo com­
batidos y descalificados por quienes ejercían el
poder en ios escritorios continuos.

En mayo de 1983, la Confederación de
Trabajadores del Cobre organizó la primera
"jornada de protesta'. Estas manifestaciones 
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opositoras, en días prefijados, vieron intensifi­
cada su violencia en el curso de los años si­
guientes, con un saldo alarmante de muertos,
heridos y detenidos, y un daño adicional muy
importante para la imagen de los uniformados,
forzadas a participar sin preparación adecuada
en la función policial represiva y en medio de
un clima convulsionado, en el cual asumió el
Ministerio del Interior un experimentado políti­
co: Sergio Onofre Jarpa.

EL PLAN JARPA

El ascendiente personal de Jarpa y la deci­
sión con que llevó adelante un plan de apertu­
ra política, entonces insospechado, fortaleció
al Gobierno que vivía la fase más cruda de la
crisis económica. Jarpa expuso un eventual
proyecto de plebiscito, tendiente a una refor­
ma constitucional cuyo fin seria adelantar las
leyes políticas para facilitar, antes de lo que la
Constitución señalaba, la función de un Con­
greso. El plan comprendía Estatuto de Partidos,
Leyes de Elecciones, Tribunal Calificador y
Congreso Nacional. La apertura se manifestó
en la inmediata adhesión del Ministro del Inte­
rior a la libertad de expresión y también en un
proceso constante de autorizaciones para vol­
ver del exilio.

Las fórmulas con que Jarpa buscaba acele­
rar la apertura del Parlamento, recurriendo a
un plebiscito ratificatorio pero de nombres pro­
puestos por una comisión especial, fueron re­
chazadas por confusas. En general, se manifes­
tó la opinión de avanzar en forma más lenta,
pero con un mecanismo más democrático. En
el clima de apertura, la situación poco a poco
se aproximaba a un diálogo formal entre el Go­
bierno y oposición.

Con vista a este diálogo, a mediados de
ese año, el ambiente político estuvo dominado
por las 'precisiones' que recíprocamente se
exigían los sectores que apoyaban al Gobierno
y a la oposición. Es interesante repasar, a vue­
lo de pájaro, algo de lo manifestado por los di­
rigentes políticos acerca de los puntos claves
del futuro diálogo: La legitimidad del Gobierno,
el marxismo, el futuro papel de las FFAA y la
posibilidad de "pasar cuentas" a los militares
cuando éstos entregaran el poder a la civilidad.

El democratacristiano Enrique Krauss de­
cía, por ejemplo, que "entre las razones por las
cuales los civiles deberíamos arrojar ceniza so­
bre nuestras cabezas cuando se dé inicio a la
cuaresma que culminará con la resurrección
de la democracia, está la falta de comunicacio­
nes, relación y entendimiento con las FFAA.

Los regímenes democráticos -decía Krauss- a
menudo son derrocados por su incapacidad
para definir una relación adecuada con los mili­
tares. Y ciertamente -agregaba- (las FFAA) juga­
rán un rol en el futuro que excederá de sus tra­
dicionales responsabilidades de mantener la
seguridad externa y el orden interno".

En lo esencial, Krauss aceptaba el respeto
a la legalidad en el sentido que le otorgara Max
Weber, esto es, entendiendo por tal la obe­
diencia a preceptos jurídicos positivos, de ca­
rácter obligatorio, para quien quiera que viva
en el territorio nacional. Para él, no obstante,
resultaba ser una exigencia desmedida que el
acatamiento respetuoso se pretendiera trans­
formar 'en un acto de amor hacia los textos
constitucionales". Y al socialdemócrata Rene
Abeliuk le intrigaba la preocupación por algo
para él tan teórico como la exigencia a los opo­
sitores de reconocer la legitimidad del Gobier­
no.

En agosto de 1983, en un almuerzo-home­
naje en el Círculo Español a Gabriel Valdés,
Presidente de la Democracia Cristiana, y a
otras personas que habían sido detenidos en
un proceso llamado "de los panfletos", se
constituyó la Alianza Democrática, referente
opositor compuesto por democratacristianos,
derecha republicana, socialdemocracia, radi­
cales y socialistas. El núcleo de la propuesta
de la Alianza era un plebiscito que aprobaría
una reforma constitucional, formándose una
Asamblea Constituyente con las facultades de
la Junta de Gobierno.

Sergio Onofre Jarpa.
Como Ministro del Interior,
le correspondió iniciar un
nuevo período de apertura
política.
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Valdés pidió la designación directa de las
autoridades y su reemplazo por un Gobierno
de transición encabezado -decía él- por "una
persona que más allá de los intereses de los
partidos desarme los espíritus y encabece el
proceso de la transición".

La Alianza recogía el pensamiento econó­
mico en boga en la oposición. "En el marco de
una economía mixta -decía su manifiesto, que
se llamó después "Manifiesto Democrático"- la
experiencia reciente nos enseña que el Estado
tiene un importante rol en la vida nacional, no
sólo en la orientación, regulación y planifica­
ción indicativa de la economía, sino también
en el bienestar social de los chilenos y en la
producción en las áreas estratégicas". Esta cita
nos revela, con su sola lectura, las diferencias
transcurridas en el pensamiento económico de
los opositores de ayer, hoy Gobierno, y creo
que abre también varias reflexiones sobre el
tema.

La fuerza de la Alianza para pedir que las
autoridades dejaran sus cargos se contenía en
una alusión al sentido que sus planteamientos
daban a la jornada de protesta convocada para
los días siguientes. La oposición se concretaba
entonces en la movilización y en las protestas,
cuyo grado de violencia ("todas las formas de
lucha") exacerbaban el comunismo y los secto­
res extremistas.

Al calor de la apertura política se esbozó
una primera expresión de sectores clásicamen­
te de derecha. Una cincuentena de ex-dirigen-
tes y ex-parlamentarios del Partido nacional ad­
mitieron la existencia de problemas graves en
la convivencia chilena. Pero, junto con señalar
el descontento económico y el desgaste produ­
cido en el Gobierno y constatar el aprovecha­
miento de este cuadro por el Partido Comunis­
ta, llamaron al respeto de la Constitución, "es­
pecialmente en cuanto a la legitimidad del po­
der por ios plazos que ella señala". En esos
días, trascendió que connotadas figuras que
apoyaban el Gobierno, como Francisco Bulnes,
Víctor García Garzena, Pedro Ibáñez, Patricio
Phillips y William Thayer, entre otros, no ha­
bían adherido a tal documento.

En verdad, ya existía una segunda percep­
ción en la derecha, visible en las expresiones
del Presidente fundador del Partido nacional,
Víctor García Garzena. "La gente que ha apoya­
do sin reservas al Gobierno cree necesario un
grado mayor de participación", decía García. El
desacuerdo del ex senador con la Constitución
de 1980 se refería especialmente al camino di­
señado para la transición. El decía literalmen­
te: "Es muy re' malo", manifestándose, obvia­
mente, como partidario de su reforma.

Un patriota del radicalismo, Luis Bossay, 

indicaba a su vez que la gran dificultad del diá­
logo radicaba en la inexistencia de corrientes
de opinión que pudieran ser 'los interlocutores
para el Gobierno o para un alto jefe de la Igle­
sia Católica o quién sea con el que se dialo­
gue". Lo importante, para Bossay, es que fue­
ran personas con una alta representatividad y
que se descartara la posibilidad de aceptar un
estatuto de los partidos para remediar la falta
de transparencia y los errores de las colectivi­
dades en el pasado.

Para Bossay, la inmensa mayoría de los so­
cialistas ya no tenían un enfoque violentista y
'hasta no es extraño encontrar -aseguraba- a
los que afirman que la democracia burguesa
que en el pasado execraron, es una herramien­
ta que no puede ser despreciada'. En el 'Mani­
fiesto Democrático' de la Alianza -proclamaba
Bossay- no están los marxistas leninistas. Fio
están firmando los comunistas. En suma: 'na­
die quiere reeditar la Unidad Popular. Eviden­
temente ésta era una respuesta hacia las repe­
tidas afirmaciones del Presidente Pinochet en
un sentido exactamente inverso.

En ese clima -de mayor realismo en la opo­
sición democrática, pero de aguda violencia en
las poblaciones y entre los estudiantes- el nue­
vo Arzobispo de Santiago, Monseñor Juan
Francisco Fresno, facilitó su hogar para la iné­
dita reunión de diálogo con la oposición auspi­
ciada por el Ministro Jarpa. Poco antes, el Go­
bierno se había encargado de hacer estudiar
cuatro leyes de índole política, o por lo menos
de comenzar el estudio de ellas: la de Partidos
políticos, la del sistema electoral, la del Tribu­
nal Calificador y la del Congreso nacional.

A la reunión inicial del 25 de agosto asis­
tieron, entre otros, dirigentes de la Alianza De­
mocrática: Hugo Zepeda, Gabriel Valdés, Enri­
que Silva y Ramón Silva Ulloa. Pero ni en ésta
ni en una segunda cita, que se realizó en la
misma residencia arzobispal, se lograron avan­
ces. A partir del planteamiento de la Alianza -
que colocó en la mesa el obstáculo de Pino­
chet- Jarpa sólo pudo reafirmar que el ánimo
gubernativo era avanzar hacia la democracia.
Gabriel Valdés abogaba por un cronograma pa­
ra las leyes fundamentales y el diálogo quedó
suspendido hasta tanto no hubiera agenda y
calendario. Jarpa mantuvo su propósito de
apertura y, a fines de septiembre, volvió a con­
versar con la Alianza, esta vez con la asistencia
del ex senador Francisco Bulnes. Pero el diálo­
go, evidentemente, no tuvo fuerza para prospe­
rar.

El fracaso en la intención de iniciar la tran­
sición en un momento muy difícil para el Go­
bierno fue producto de las dudas y del escaso
respaldo que el plan de Jarpa tuvo en el Go- 
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biemo. De otro lado, también, estuvo el error
opositor de plantear exigencias irrealistas. No
cabía negociación con una oposición que pe­
dia que se marchara el que ejercía el poder.
Otro error de ios opositores fue no buscar ni
allanarse a ningún camino alternativo en cuan­
to a la legitimidad del régimen y de la Constitu­
ción del 80.

La ¡dea de aceptar la legitimidad de hecho
no se vislumbró en el clima agitado de esas
reuniones. Sólo en julio de 1984, al año si­
guiente. Patricio Aylwin y Francisco Bulnes
coincidirían en un famoso seminario, organiza­
do por el Instituto de Estudios Humanísticos,
en la tesis que la Constitución debía ser toma­
da como un hecho y no por su legitimidad.

El fracaso de la apertura dio paso al desa­
liento. Incluso 'El Mercurio' señaló, en noviem­
bre de 1983 que 'la transición requiere de de­
finiciones concretas sobre los pasos que se da­
rán y los plazos que estos tomarán. Deben, por
cierto, evitarse las precipitaciones, pero es
también indispensable que el Gobierno precise
mejor los procedimientos que se pondrán en
marcha para establecer con la mayor rapidez
posible las instituciones propias de una demo­
cracia'.

Un par de años más tarde, Jarpa haría su
propio balance de la apertura, recordando el
término del exilio para miles de personas y las
manifestaciones oficiales de impulsar el proce­
so de transición. Sin embargo, admitió Jarpa,
'no se pudo avanzar en esos propósitos por­
que la oposición se empeñó en provocar el en­
frentamiento y, por otra parte, porque sectores
políticos, con influencias políticas y económi­
cas en el Gobierno, se movieron para cerrar
ese camino. Pero como dice el refrán -decía
Jarpa- 'cuando se siembra buena semilla, nun­
ca se pierde', creo que todo lo que se hizo va
a servir.

Alguien cercano al Arzobispo Fresno, José
Zavala, atribuyó el fracaso del diálogo a la ex­
cesiva publicidad (demasiadas declaraciones
que habían 'mosqueado' el diálogo) y a la divi­
sión de la civilidad (en verdad, en esa época se
llegaron a contar 62 organizaciones, movimien­
tos o grupúsculos con timbre y campanillas,
casi un número aproximado a los que tuvo Es­
paña a la muerte de Franco en 1975).

Se hacía imposible saber, pues, con quien
dialogar. La autoridad podía decir: 'El día que
dejemos el Gobierno, el caos'. En estas crudas
realidades fundamentó Monseñor Fresno su
propósito de construir un consenso de la civili­
dad.

Ante la intensificación de las protestas y
actos subversivos, el Gobierno decretó en mar­
zo de 1984 el Estado de Emergencia y, en vir­

tud de éste, la censura previa a tres revistas
opositoras. En la turbulenta situación, las seña­
les del Gobierno fueron confusas. Por una par­
te, mantuvo la elaboración de las leyes políti­
cas, pero el proyecto de Ley de Partidos, des­
pachado al Ejecutivo, fue remitido cinco meses
después a la Junta de Gobierno, pero con un
detalle muy importante: Se subía de 20 mil a
150 mil las firmas necesarias para constituir
los partidos, lo que la Junta no aceptó, dilatán­
dose su despacho. Sorpresivamente, una ley
aumentó las penas e incorporó nuevas figuras
delictivas a la ley de abusos de publicidad, en­
cendiendo críticas de la oposición y, por cierto,
del conjunto de la prensa. El conglomerado
marxista MOP se opuso tenazmente, en tanto,
a cualquier tipo de diálogo con el Gobierno,
reiterando que no descartaba la violencia entre
las fonnas de lucha contra éste.

En la derecha, un grupo de ocho partidos y
movimientos entregó una propuesta para ace­
lerar la transición, que consistía en aprobar las
leyes políticas, realizar un plebiscito en 1985 e
instalar el Congreso Nacional a más tardar en
1986. Esto revela, obviamente, el clima de
aceleramiento que se vivía en esos años.

La Alianza Democrática llevó adelante un
sistema de presidencia rotativa, lo que significó
matices (también) rotativamente distintos en la
postura planteada por el conglomerado oposi­
tor respecto a la transición. No decía lo mismo
Gabriel Valdés que Ricardo Lagos. Aunque la
Alianza no participó de las convocatorias a pa­
ro del Comando Nacional de Trabajadores, sí
mantuvo el apoyo a las protestas.

En este tiempo, el miembro de la Junta y
Comandante de la Fuerza Aérea, general Fer­
nando Matthei, levantó frecuentemente expec­
tativas de modificación de las posiciones más
rígidas. Por ejemplo, a fines de septiembre de
1984, manifestó en una entrevista la necesi­
dad de establecer un calendario acordado para
la transición; una verdadera participación y un
Congreso antes de 1989, previa renuncia de
los Comandantes en Jefe de las FFAA.

Sin embargo, el Jefe de Estado se movió
en una dirección completamente distinta. El 29
de octubre dio por cancelada cualquiera inicia­
tiva del Gobierno para promover diálogo algu­
no con la oposición política, al tiempo que dijo
que no aceptaría ninguna modificación al itine­
rario establecido en la Constitución.

Poco después se incorporaba al gabinete
Francisco Javier Cuadra como Secretario Gene­
ral de Gobierno y se declaraba el Estado de Si­
tio, con toque de queda y severas restricciones
a la libertad de información y al derecho de
reunión. El rigor de las disposiciones contra la
prensa -hay que pensar que se limitaba el dere­
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cho de informar sobre hechos que "pudieran
provocar alarma en la población, alterar la
tranquilidad ciudadana, el normal desarrollo de
las actividades o que versen sobre actos defini­
dos como terroristas" y tampoco se podía di­
fundir informaciones que tuvieran relevancia o
alcance político- significó, evidentemente, la
inaplicabilidad de todas esas normas. Una gran
parte de las revistas y un diario opositor vieron
suspendidas su ediciones, y otros órganos que­
daron sometidos a censura previa. El terroris­
mo y la violencia que parecía enseñorearse en
el país frenó la apertura. Al anunciar el Estado
de Sitio, el general Pinochet admitió que uno
de sus objetivos era permitir que la oposición
recapacitara "sobre sus estrategias y sus tácti­
cas".

SE ALLANA EL CAMINO
A LA TRANSICION

Sin embargo, en 1985 los acontecimientos
se movieron en una dirección más favorable a
una transición pacífica. En un fallo que habría
de incidir profundamente en el alineamiento
político posterior al Acuerdo Nacional, el Tribu­
nal Constitucional declaró que, por transgredir
el artículo 89 permanente de la Constitución
Política, eran insconstitucionales el Movimiento
Democrático Popular y las colectividades que
lo integraban (Partido Socialista, facción Al-
meyda; Partido Comunista y el Movimiento de
Izquierda Revolucionaria, M1R).

En marzo, Ricardo García asumió el Minis­
terio del Interior con el compromiso de cum­
plir el proceso hacia la plena vigencia de la
Constitución. Indicó que las normas que la
Constitución demandaba, deberían quedar in­
tegramente establecidas en junio de 1988. De
hecho, en el Consejo de Estado y en la Comi­
sión de Estudios de las Leyes Orgánicas Consti­
tucionales siguió el estudio de algunas leyes
políticas, entre otras la del sistema y tribunales
electorales.

El Presidente Pinochet -en un discurso for­
mal ante el Consejo Económico y Social- puso
énfasis en la vocación evolutiva del régimen y
hasta hizo una referencia explícita al vocablo
"transición", que dos años antes había consi­
derado equívoco. Sin embargo, subsistían las
dudas sobre la voluntad real de hacer la transi­
ción. El Director del Instituto de Ciencias Políti­
cas de la Universidad Católica, Oscar Godoy,
las expresaba así: "Mientras no se produzca la
aplicación plena de la Constitución, el régimen
va a ser ambiguo, semiconstitucional, semi cí­
vico-militar, semi militar. El poder se sigue ejer­

ciendo en forma personal -aunque ahora deli­
mitado en el tiempo- y, en abstracto, existen
unas normas que podrían aplicarse en cual­
quier momento. Pero según la propia Constitu­
ción, el Presidente podria prolongar su periodo
si en ello concuerdan las cuatro cabezas de las
FFAA. Aunque esa nominación tiene que ser
plebiscitada, hay pocos casos en la historia en
que un Gobierno pierde un plebiscito", con­
cluía el académico Godoy.

No sólo en la prensa sino también en las
Universidades se incrementó el debate pluralis­
ta sobre temas políticos, con inclusión de per-
soneros connotados del socialismo, así como
con algunas visitas de académicos extranjeros.
Estados Unidos intensificó como sabemos "su
preocupación' por la transición chilena -asi se
llamaba la presión sobre Chile- y los partidos
Republicano y Demócrata organizaron sendos
seminarios con delegaciones chilenas que in­
cluyeron, por una parte, a Carmen Sáenz, An­
drés Allamand, Javier Díaz y Arturo Fontaine
Talavera, convidados por los republicanos, y
por la Alianza Democrática de oposición, a Ga­
briel Valdés, Luis Bossay, Gastón Ureta y Jorge
Molina, que eran convidados por los demócra­
tas.

Por la misma época, el Tribunal Constitu­
cional falló -y la Junta de Gobierno acogió la
sentencia después de un momento de muy du­
ra reflexión interna- sobre la inconstitucionali-
dad de un precepto incluido en la ley orgánica
de los estados de excepción que facultaba a la
autoridad, durante la vigencia de éstos, para
restringir garantías constitucionales, condicio­
nando su ejercicio a 'la observancia de requisi­
tos especiales para el cumplimiento de ciertas
exigencias".

Pero aún más decisivo para la transición,
como se ha recordado, fue un segundo fallo
del Tribunal, en que por cuatro votos contra
tres se determinó la eliminación de los dos ar­
tículos de la ley del Tribunal Calificador de
Elecciones que postergaban su entrada en vi­
gencia en caso de elecciones o plebiscito, fallo
que resultó absolutamente clave en la acepta­
ción posterior del plebiscito de 1988.

En junio, el Gobierno levantó el Estado de
Sitio, pero dejó subsistiendo el Estado de
Emergencia y diversas restricciones a la infor­
mación. Cesó la suspensión que afectaba a sie­
te medios de prensa de oposición. En general,
con eufemismos, el conjunto de la prensa sor­
teó las prohibiciones y promovió un intenso
debate político, ya en las cercanías del Acuer­
do Nacional.

Pero, ¿había servido el Estado de Sitio pa­
ra ese objetivo declarado por el Gobierno al
establecerlo, de hacer recapacitar a la oposi­
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ción? Gabriel Valdés, Presidente de la Demo­
cracia Cristiana, declaró tajantemente que no:
*No hay recapacitación. No creemos que el Go­
bierno sea el rector para decir cuándo es el
tiempo de meditación y autocrítica, ni menos
imponemos un retiro silencioso de siete meses
para que pensemos. La filosofía y normas de la
Constitución no son democráticas y por eso no
entraremos en ella. No estamos dispuestos a ir
paso a paso; es un sistema que no acepta­
mos'. Y a la pregunta, '¿Cómo cree que va a
llegar a un acuerdo con las FFAA?', Valdés res­
pondía: 'A través de dos caminos: la concerta-
ción política del más amplio espectro posible
de quienes crean en la democracia, basada en
los acuerdos y no en los desacuerdos, y, simul­
táneamente, a través de una movilización so­
cial, la que entendemos como toda demanda
legítima de ios cuerpos sociales. Si no hay res­
puesta, vamos a llegar a un proceso de deso­
bediencia civil como manera de apoyar la fuer­
za social que lleve a la negociación necesaria
con las FFAA. No tiene destino el enfrentamien­
to militar, ni desde el punto de vista de la efica­
cia, ni de la ética'.

Valdés agregaba una autocrítica: 'Estoy de
acuerdo en asumir y aceptar que la oposición
no ha estado a la altura de las demandas del
país. Lo hemos hecho mal, porque hemos ju­
gado como si fuéramos una oposición parla­
mentaria. Aquí creemos que basta con decir
que estamos en contra, pero si no damos el
mecanismo nosotros, no hay salida. Hemos ac­
tuado creyendo que por un acto milagroso se
va a producir el desplome. Si no hay una per­
cepción de la opinión pública acerca de hacia
dónde nos llevan estos 'señores políticos' -la
expresión de Finochet-, obviamente se prefiere
la alternativa que hoy existe'.

El socialdemócrata Mario Papi proponía, a
su vez, un frente cívico 'que abarque -decía-
desde los unionistas nacionales hasta los so­
cialistas democráticos. Desde Andrés Allamand
hasta Ricardo Núñez', dejando afuera a los de­
mócratas independientes y a los comunistas,
que aún están, señalaba Papi, en la lógica de
la guerra, mientras los otros estaban en la lógi­
ca de negociación.

En la derecha se escuchaba un tono más
imperioso para urgir al Régimen Militar a cami­
nar hacia la transición. Andrés Allamand, Presi­
dente de Unión Nacional, argumentaba que
'los artículos transitorios de la Constitución no
contienen ninguno de los elementos que per­
mitan pasar de un régimen autoritario a un ré­
gimen democrático, que tiene que surgir en
1989. El Gobierno cree que transición significa
estudiar sólo técnicamente las leyes políticas y
todo el andamiaje institucional futuro. Pero 

quiere hacer todo eso manteniendo proscrita
la participación formal de toda la civilidad en
el período anterior a 1989. Si esa circunstancia
se da, ¡no hay transición alguna! ... Es extrema­
damente peligroso -decía Allamand- llegar a
1989 sin entidades políticas organizadas, de­
cantadas, serias. El Gobierno se queja que los
partidos no están preparados, pero, a la vez,
impide que se preparen'.

El ex senador Pedro Ibáñez anotaba a su
vez: 'Todo pareciera orientado a hacer que el
país enfrente las decisiones políticas de 1988-
89 sin más posibilidades que ver prolongado el
Régimen Militar o sufrir el desorden político
que desembocaría, finalmente, en el marxis­
mo'. En dicho cuadro, aseguraba Ibáñez, hay
'una completa ausencia de una derecha orga­
nizada'.

En la misma línea de reclamar al Gobierno
mayor participación en la actividad política y
en la Universidad, se pronunciaba Pablo Lon-
gueira. Decía que: 'esperar el último momento
para implementar toda la legislación política va
a crear una gran vacío y va a ser dañino para el
país. Algunos personeros de Gobierno son par­
tidarios de que la ley de los Partidos Políticos
se deje para el final. ¡Es un error, un grave
error! ... Esa ley debe estar promulgada a más
tardar en 1987, dos años antes del término de
la transición'.

Los Obispos, Junto con celebrar como
buena noticia el levantamiento del Estado de
Sitio, emitieron un mensaje denominado 'Re­
conciliación en la Verdad". Ahí señalaban que
'existen en Chile heridas muy profundas deri­
vadas de la división de la familia, la injusticia
social, la absolutización de la política y de la
violencia, las que deben ser expuestas clara­
mente para que sean sanadas. Una reconcilia­
ción verdadera no será posible mientras el diá­
logo esté restringido'.

El Episcopado invitó al Papa Juan Pablo II
a visitar Chile, lo que -de paso- había sido re­
sistido por un sector de la Iglesia que conside­
raba esta visita, que definitivamente se efec­
tuó, como una legitimación del régimen de P¡-
nochet.

En los meses previos a la firma del Acuer­
do Nacional, habían penetrado en el grueso de
los políticos el abandono de las ideologías ab­
solutas y la búsqueda de consensos en áreas
de neutralidad. Se hablaba, por ejemplo, de
una televisión que no esté al servicio de una
ideología ni del Gobierno de tumo; de una Uni­
versidad que no se comprometa con partidos;
de una burocracia moderna; en fin, de partidos
políticos más pragmáticos, menos ideologiza-
dos y más preocupados de resolver los proble­
mas que de sus propias utopías.
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El Cardenal Juan
Francisco Fresno y
el entonces Presi­

dente de la Repúbli­
ca, General

Augusto Pinochet.
Fresno fue uno de

los principales
impulsores del

Acuerdo nacional.

Al mismo tiempo, en una parte de los opo­
sitores se comenzaba a oír la aceptación de al­
gunas de las modernizaciones del Gobierno
militar; esto era algo inédito. Edgardo Boenin-
ger lo expresaba así, en julio de 1985: 'La re­
forma municipal es un paso en la dirección co­
rrecta, si uno tiene por correcta lograr una ma­
yor descentralización y participación. El traspa­
so de la educación a los municipios ha dado a
los padres una posibilidad de decisión como
nunca antes tuvieron. Bastaría que los Alcaldes
cambiaran y el poder fuera mejor repartido en­
tre Juntas de Vecinos y Codéeos, para que hu­
biera una participación muy rica'.

Hay que señalar a este respecto que du­
rante toda la década de los 80, un sector muy
importante de los civiles que estaban dentro
del Gobierno Militar postularon que el proceso
lógico de transición debería incluir una elec­
ción popular en los esquemas comunales, par­
tiendo tal vez por algunas comunas de menor
población y llegando, finalmente, a las Alcal­
días y municipios de las grandes ciudades. Es­
to, por cierto, no prosperó y el Presidente Pino­
chet se mantuvo inflexible en su itinerario de
este tipo de propuestas.

EL PAPEL DE LA IGLESIA

Por entonces, la ciudadanía conoció el lla­
mado "Acuerdo Nacional para la Transición a la
Plena Democracia", cuidadosamente gestado
desde fines del año anterior, cuando el Arzo­
bispo de Santiago, Monseñor Fresno, comenzó
a requerir opiniones de personas situadas en 

todo el arco político con el fin de ver la posibi­
lidad de un acuerdo sobre materias básicas.
Desde el comienzo. Fresno rodeó el proceso
del máximo sigilo, alertado por el mal efecto
de la publicidad en los encuentros de 1983.

En el verano siguiente se formó un grupo
de trabajo, con la asesoría del padre Renato
Poblete, en el cual se integraron el empresario
José Zavala, el vicepresidente demócratacris-
tiano Sergio Molina, ambos muy ligados a la
Iglesia, y el ex ministro del Gobierno Militar,
Fernando Léniz, de reconocido pensamiento
laico. Por amistades de unos, por contactos de
otros, algunos dirigentes que pidieron hablar
con Fresno, otros que fueron convocados por
él a desayunar en su casa, se tuvo una suma
de percepciones -José Zavala anotaba lo que
se conversaba- que luego eran discutidas en
reuniones de todo el equipo con el Arzobispo.

Sin embargo, ¿era papel de la Iglesia y del
Arzobispo promover un Acuerdo Nacional, en
definitiva un instrumento político, aun sí su ob­
jetivo persiguiera obtener la anhelada reconci­
liación? Zavala, muy cercano a Fresno, rechazó
entonces la idea que el Pastor se hubiera meti­
do en política. 'El está en contacto con la mi­
seria -anotó- con todo lo que se vive en las po­
blaciones periféricas de Santiago. El Arzobispo
teme que la polarización de fuerzas se incre­
mente en Chile; que el control de la irracionali­
dad se haga difícil, que la violencia de la de­
sesperanza crezca y también crezca la violen­
cia de la represión, y que entre una violencia y
la otra quede la mayoría de los chilenos que
no quieren enfrentamiento y que quieren diálo­
go y entendimiento".

El trabajo en pos del acuerdo tuvo una de­
tención en el verano de ese año, en parte deri­
vada del terremoto de marzo y en parte tam­
bién por una circunstancia especial: el Papa
confirió el capelo cardenalicio al Arzobispo de
Santiago y en el mismo día y consistorio hizo
Cardenal al Arzobispo Obando, de Nicaragua,
en lo que naturalmente se intrepretó como una
señal de la Iglesia de apoyar las gestiones de
Fresno.

A su regreso de Roma, el Arzobispo se
atrevió a reunir a un grupo inicial en el que él
vio coincidencias básicas. Este grupo se am­
plió por peticiones de algunos de los partici­
pantes que querían o más izquierda o más de­
recha; especialmente se aumentó por el lado
de la izquierda en relación al grupo original. Ya
el 22 de julio, en Calera de Tango, con secreto
total. Fresno los llamó a aunar voluntades; a
renunciar a ideologismos excesivos y posicio­
nes rígidas; a actuar con humildad, buscando
el bien de Chile y la paz de los chilenos, de­
mostrándoles, con las notas que había tomado
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Zavala en las reuniones, que todos, por separa­
do, habían coincidido en que era posible hacer
un 'rayado de la cancha' y conversar sobre los
acuerdos, respetando las diferencias. La ex­
presión de 'rayado de la cancha' ya aparece
en la reunión de Calera de Tango.

EL ACUERDO NACIONAL
Los puntos de consenso eran una disposi­

ción unánime a dialogar con otras corrientes
de opinión; un rechazo a la violencia y a aque­
llos que la usaban como objetivo o como prác­
tica política; la necesidad de llegar a un enten­
dimiento con el Gobierno de las FFAA; la nece­
sidad, también, de un plan económico-social,
además de uno sociopolítico.

Los planteamientos del Cardenal suscita­
ron un gran entusiasmo inicial; todos se sen­
tían reacios a considerar las enormes dificulta­
des que posteriormente afrontaría el Acuerdo.
Léniz, Zavala y Molina recibieron el encargo de
reunir todo el material posible de consenso de
cada sector para redactar sobre esta base el
borrador de un posible acuerdo. En los días si­
guientes se volvió a reuniones por separado.
Los borradores iniciales se modificaron, tratan­
do siempre el Cardenal que el intento no tras­
cendiera, por una cuestión fundamental, que
era que él quería evitar que el general Pinochet
se impusiera por otro medio que no fuera él y,
naturalmente, esta gestión tenía que hacerla
en privado cuando ya hubiera reunido una cier­
ta base de acuerdo.

Pero la filtración -inevitable en Chile- se
produjo y apenas tres días después de la reu­
nión de Calera de Tango, el Gabinete analizó
las conversaciones de Monseñor Fresno. Toda
la conversación de Calera de Tango fue exami­
nada en ese Gabinete. El Secretario General de
Gobierno expresó después sugerencias del Pre­
lado de posponer aspiraciones particulares en
beneficio del bien común pero, al mismo tiem­
po, se consignaba la grave interrogante del Go­
bierno en cuento a la renuncia de algunos de
los principios fundamentales de algunas de las
corrientes reunidas, 'pues han sido muchos de
tales principios los que originaron la crisis de
nuestra institucionalidad y obstaculizan ahora
la consolidación de una democracia sólida y
estable', dijo el Ministro Cuadra. El Acuerdo
nunca remontó este hecho adverso inicial, rea­
cia como es la mentalidad militar a sentir una
presión.

Esta circunstancia precipitó, en realidad,
una segunda reunión que tuvo lugar durante
todo el día 20 de agosto. El documento -ya ha­
bía existido un borrador común de documento, 

redactado por Molina y Léniz con la colabora­
ción de Zavala- fue aprobado sin dificultad en
general. Y, de inmediato, comenzó a ser apro­
bado por párrafos, no por mayoría sino por
consenso, y respecto de cada línea y palabra.
A las 4 de la tarde, luego de muchas horas de
trabajo, se tropezó con un problema grave y
que los coordinadores revelaron después que
en ese momento les pareció casi insalvable: La
posición frente a los movimientos antidemo­
cráticos, más específicamente frente al Partido
Comunista. El 'impasse" se salvó constituyen­
do una comisión con los tres coordinadores,
más un representante de la izquierda -que era
Luis Maira- uno de la derecha, Andrés Alla-
mand, y un representante del centro, que fue
Patricio Aylwin.

Dias más tarde la Comisión especial llegó
a una fórmula de consenso. Las diez líneas de
esta parte del texto se habían reelaborado va­
rias veces durante esos tres días. Ello permitió
tener la tercera reunión general, el 25 de agos­
to, en la que todos firmaron. El Acuerdo fue
entregado esa misma noche al Cardenal Fres­
no y el primer cuidado al día siguiente fue ase­
gurar que por lo menos un diario de Santiago
publicara el Acuerdo en su integridad y le diera
toda la relevancia que éste tenía, de tal mane­
ra que el Acuerdo se conociera en todos sus
equilibrios y en toda su dimensión.

Si nos atenemos al relato de los coordina­
dores del Acuerdo, el Cardenal Fresno no tuvo
el propósito de excluir a las corrientes que no
firmaron el documento inicial -hay que pensar
que estaba excluido un sector muy representa­
tivo de la derecha, la UD1, y que también esta­
ba excluida obviamente toda la izquierda, el
Partido Comunista y las otras facciones extre­
mas- sino que, en un momento determinado
de las conversaciones, consideró que había un
grupo suficientemente amplio y representativo,
con posibilidad de llegar a un acuerdo en co­
sas fundamentales, tanto para la etapa de tran­
sición como para el futuro del país. Siempre el
Arzobispo pensó, según él ha declarado, en es­
tas dos características.

Sergio Molina admitiría después que, pese
a la invitación que se hizo para que adhirieron
otros partidos y participaron en la discusión,
ellos se sintieron, inicialmente, en una posi­
ción desventajosa y realmente no hubo una ad­
hesión posterior al Acuerdo de grupos significa-
ticos.

El Acuerdo consignó la firma de represen­
tantes de once colectividades políticas de dere­
cha, centro e izquierda: Social Democracia,
Abeliuk y Sharpe; Unión Nacional, Allamand,
Bulnes y Maturana; Partido Demócrata Cristia­
no, Aylwin y Gabriel Valdés; Partido Socialista,
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Briones y Pérez; Partido nacional, Correa; Dere­
cha Republicana, Jaramillo y Zepeda; Partido
Radical, Luengo y Silva Cimma; Partido Socia­
lista, linea Mandujano (había distintas faccio­
nes socialistas), Navarrete y Pavez; Partido na­
cional, Phillips; Unión Socialista Popular, Silva
Ulloa, y Partido Liberal, Ureta. Ustedes ven la
cantidad de nombres, de facciones y sobre to­
do de personas que prácticamente se han eva­
porado del esquema político y la persistencia
de cuatro, cinco o seis actores de primera mag­
nitud que se mantienen en el escenario.

Luis Maira y Sergio Aguiló, de la izquierda
Cristiana, que habían aprobado el documento,
no lo firmaron porque, a juicio de ellos, no se
había establecido previamente la operatoria de
cómo los partidos iban a ratificar el acuerdo. El
documento se ratificaba después que los fir­
mantes personalmente lo habían suscrito.

"EL ACUERDO NACIONAL
PARA LA TRANSICION
A LA DEMOCRACIA"

El documento postuló que los valores de­
mocráticos "deben regir nuestra convivencia" y
que para que ellos se alcancen se requiere
"una entrega ordenada del poder político a au­
toridades revestidas de plena e indiscutida le­
galidad democrática" y un retorno de las FEAA
a sus indispensables funciones permanentes
"respetando plenamente sus valores, dignidad
y requerimiento institucionales".

En la parte de su "acuerdo" constitucional,
el documento respetaba implícitamente la
Constitución del 80. Se reiteraba el mecanis­
mo ya consagrado para las elecciones presi­
denciales en el régimen constitucional perma­
nente, postulándose, además, la elección por
votación popular de la totalidad del Congreso y
un procedimiento de reforma constitucional
que, reconociendo la necesaria estabilidad que
debe tener una Carta Fundamental, hiciera po­
sible sus modificaciones. Todo esto se cumplió
después.

En el orden económico social, el Acuerdo
marcó un avance substancial al poner de mani­
fiesto que no existían diferencias significativas -
era la primera vez que se ponía de manifiesto
que no había diferencias significativas- en las li­
neas económicas de las distintas tendencias
representadas. Las prioridades esenciales indi­
cadas eran: la superación de la extrema pobre­
za, la creación de oportunidades de trabajo
productivo y la obtención de una alta y sosteni­
da tasa de crecimiento. Esto reemplazó al énfa­
sis opositor en la redistribución del ingreso 

que prevalecía hasta ese momento. Además
de señalar la garantía constitucional al derecho
de propiedad privada, el Acuerdo postuló la
concertación y relaciones equilibradas entre
empresarios y trabajadores.

Al ver el Acuerdo, a todos pareció claro
que los dirigentes políticos habían aterrizado
en el mundo de las restricciones objetivas que
tienen las políticas económicas. No sólo se re­
conocía que el alto crecimiento, la creación de
empleos y la eliminación de la pobreza reque­
rían superar la escasez de recursos externos y
aumentar sustancialmente el ahorro, sino que
el texto, expresamente, declaraba que ello era
una coincidencia con la estrategia de reconver­
sión estructural de la economía chilena, enton­
ces en curso.

El empresariado consideró igualmente va­
lioso admitir el principio de que normas claras
deben impedir "la dominación del estado so­
bre la sociedad", aunque ajuicio de otros, este
principio desaparecía, por ejemplo, en otras
menciones del Acuerdo, como aquella que
postulaba una 'planificación indicativa' de los
agentes económicos, que como hemos visto
podemos estimar que era un rezago del anti­
guo manifiesto de la Alianza, de dos años
atrás.

En calidad de "medidas inmediatas", el
Acuerdo pidió el término de los estados de ex­
cepción y del receso político, la formación de
los registros electorales, la aprobación de la
ley electoral y un plebiscito para legitimar estas
disposiciones con las garantías debidas. Al soli­
citar el compromiso gubernativo de no aplicar
el articulo 249 transitorio de la Constitución, el
texto parecía confirmar un reconocimiento im­
plícito a la Constitución de 1980, cuyos plazos
no eran objetados.

En esencia, el Acuerdo entregó dos seña­
les fundamentales: Primero la manera enfática
con que recogió el anhelo nacional contrario a
la violencia y, segundo, la posibilidad de decla­
rar inconstitucionales a los movimientos que la
produjeran o que contrariaran los principios
básicos del régimen político definido en la
Constitución. Ello hizo mirar el futuro, posible­
mente por primera vez, con la impresión de
que las opciones políticas que Chile enfrenta­
ría serían más moderadas que aquellas del pa­
sado.

Edgardo Boeninger, ahora identificado con
la más hábil 'ingeniería política' y con la admi­
nistración de los consensos desde el Gobierno,
calificó entonces el Acuerdo Nacional como 'el
paso más importante y el hecho político de
mayor trascendencia potencial' en los doce
años que habían transcurrido por entonces del
régimen militar.
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CONSECUENCIAS DEL
ACUERDO NACIONAL

A partir del Acuerdo, podemos estimar que
el sueño de una transición pacífica dejó de ser
visto como una simple utopia o un salto en el
vacio. Al apoyar las movilizaciones, la oposi­
ción había activado en el fondo una tentativa
de desplome del Gobierno, en la idea que éste
no podría enfrentar por mucho tiempo la vio­
lencia que colocaba en ella la izquierda extre­
ma. Pero, a diferencia de otros casos latinoa­
mericanos similares, en Chile nada consiguió
aminorar la fortaleza esencial del sistema ins­
taurado el 11 de septiembre de 1973.

Mediante el Acuerdo, se generó en vastos
sectores de la población una percepción mas
favorable o, podríamos decir, menos riesgosa
de la institucionalidad democrática. Tuvo im­
pacto el hecho que dirigentes representativos
de derecha, centro e izquierda, por primera
vez en muchas décadas, pudieran coincidir so­
bre bases comunes, constitucionales, políticas
y económico-sociales. El trauma de la pugna
inconciliable del país desde los años 60, el fra­
caso estrepitoso de la Unidad Popular y el con­
siguiente descalabro del sistema político, tuvo
su primera manifestación de alivio.

Ciertamente, se pudo hablar de "un primer
paso', como lo reconoció desde luego el más
tenaz, el más sólido contradictor del Acuerdo,
que fue Jaime Guzmán. Era indudablemente
un elemento de avance positivo respecto de la
conducta observada por los opositores en la
apertura de 1983. Debe ser valorado, incluso,
como 'un elemento altamente positivo'. Cual­
quier impugnación que se haga al Acuerdo,
agregó Guzmán, debe partir por el reconoci­
miento de la recta intención que ha movido a
todos quienes han participado en esta iniciati­
va.

El 'rayado de la cancha' de la futura de­
mocracia plena -un significado fundamental- tu­
vo, empero, dos interpretaciones diferentes.
Hubo quienes vieron en él un modo de regre­
sar intactos al pasado. Y, efectivamente, sin la
voluntad posterior de profundizar el Acuerdo,
que era un acuerdo sobre reglas mínimas, evi­
dentemente se iba a volver al sistema político
a las mismas características y vicios que tenía
en los años 60. Pero la mayoría de los firman­
tes apostó en un dirección diferente: La de
considerar el Acuerdo como un inédito pacto
de gobemabilidad, sentido que apartó al docu­
mento del fracaso de las anteriores posturas
opositoras. Si bien se formularon propuestas
institucionales diferentes al itinerario oficial,
éstas no fueron antagónicas a él.

La profundidad con que algunos entendie­
ron el Acuerdo que habían firmado sus parti­
dos, delata una temprana convicción acerca de
realidades que hoy día son aceptadas, pero
que entonces suscitaban mucha incredulidad
y, no únicamente en quienes desde el poder,
jugaban el partido de dudar de las posiciones
renovadas.

Angel Hisfisch decía, por ejemplo, que al
suscribir el Partido Socialista el Acuerdo expre­
saba la clara convicción de que la estructura
política futura de Chile debía ser democrático-
liberal. Y no únicamente se arriesgaba con eso
ante sus correligionarios, sino en otra cosa tan­
to o más difícil de aceptar en ese momento: El
reconocimiento explícito de "que el régimen
socioeconómico, por varias décadas, poseería
una naturaleza esencialmente capitalista".

El espíritu que aportó el Acuerdo fue dar
por primera vez más importancia a las caracte­
rísticas y formas de la futura convivencia de­
mocrática, que a la transición o al camino para
alcanzarla.

El Acuerdo no fructificó en la negociación
con el Gobierno, que, con buenas palabras ofi­
ciales, cuidadosos reconocimientos y reparos,
en verdad lo recibió íntimamente muy mal,
consciente del obstáculo que podía represen­
tar para la ¡dea de proyectar el régimen des­
pués de 1989. La primera declaración de DINA-
COS al respecto consideró positivo el progreso
habido en la comprensión del momento que vi­
vía el país, pero contrastó esta actitud con la
que muchos de sus subcriptores habían tenido
en los años 1983 y 1984. El reparo principal
versó sobre las diferencias "fundamentales" de
principios entre el documento y la Constitución
Política de 1980. Se destacó con satisfacción
el repudio a la violencia, pero al mismo tiem­
po se expresó el deseo que los hechos y actitu­
des fueran "siempre consecuentes" con las pa­
labras manifestadas.

El Presidente Pinochet fue, naturalmente,
más allá de la declaración oficial, en un discur­
so ante el voluntariado femenino. Consideraba
frontalmente "inoportuna" la revisión del texto
constitucional. "Diferencias de principio no se
superan -decía- por concesiones mutuas ni en­
tregas a fardo cerrado a quienes nos quieren
engañar". Y revelaba más su sentir al condenar
a las "cúpulas seudopolíticas que han hecho
creer a gran cantidad de personas que el único
sistema de salvación nacional es la democracia
ortodoxa". El se negaba a retroceder hacia una
democracia formal y hueca.

Una alternativa diferente a la dura recep­
ción del Presidente la dio, sin embargo, el
miembro de la Junta, general Matthei, para
quien el Acuerdo era viable si acataba la Cons­
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titución. Para el coordinador del Acuerdo, Ser­
gio Molina, esta postura del Comandante en Je­
fe de la FACH era la mejor prueba que el Go­
bierno no había cerrado todas sus puertas.

Sin embargo, las puertas de La Moneda es­
taban firmemente clausuradas para el Acuerdo.
Durante meses, por vías informales y oficiales,
los coordinadores del Acuerdo pidieron una
audiencia al Gobierno sólo para entregarle el
texto que ya se había hecho público. Pero éste
se mantuvo en diversas evasivas personales y
epistolares, hasta que sólo el 20 de diciembre,
cuatro meses después de la firma, el Subsecre­
tario del Interior recibió a Molina y a Zavala,
quienes formalmente le hicieron entrega del
documento del Acuerdo.

Cuando esa navidad recibió el saludo pro­
tocolar del Cardenal Fresno, el general Pino-
chet mostró su incomodidad ante quien apare­
cía ante sus ojos como el jefe de la oposición.
Esta situación fue abordada con mucha pru­
dencia por el Arzobispo de Santiago y tuvo un
efecto muy considerable porque a partir de ese
momento el Cardenal Fresno le quitó perfil pú­
blico al Acuerdo, se suspendió el proceso de
recolección de firmas de adhesiones, la publi­
cación de las firmas en los diarios y, en definiti­
va, él se concentró en su propia gestión perso­
nal. En cuanto al Acuerdo, el esquema de los
tres coordinadores también se disolvió y sola­
mente Sergio Molina siguió procurando un
acuerdo de concertación entre empresarios y
trabajadores que se lograría mucho después,
sólo con el funcionamiento de algunas comi­
siones de estudio.

En la izquierda, en cambio, el Acuerdo
produjo un efecto que fue fulminante e irrepa­
rable. El Partido Comunista no sólo no adhirió
a él, sino que Inzunza lo calificó -en el matuti­
no parisiense Le Monde - como "iniciativa peli­
grosa". En la práctica, la llamada "mesa de la
izquierda", compuesta por la Izquierda Cristia­
na, el Mapu, Movimiento Social Demócrata,
Partido Socialista almeydista. Partido Comunis­
ta y Movimiento de Izquierda Revolucionaria,
se dividió. Con excepción de comunistas y m¡-
ristas, todos adhirieron al Acuerdo. Y hasta
ahora, salvo en ocasiones extraordinarias, co­
mo la votación común en favor de Aylwin, las
líneas de la izquierda nunca han vuelto a jun­
tarse.

En la derecha, Jarpa estimó que el Acuer­
do firmado por Unión Nacional era 'importante
y oportuno", aunque criticó aspectos vagos, co­
mo el referido a la exclusión de los comunis­
tas, y otros poco realistas. Jarpa no siempre
mantenía coincidencias con Unión Nacional,
partido al cual después se integraría con su
partido el Frente Nacional del Trabajo y forma­

ría junto con la UD1 el nuevo referente político
de derecha, Renovación Nacional.

El sentir del ex Ministro del Interior se ma­
nifestó, además, en el siguiente diagnóstico:
"Creo -dijo Jarpa- que los artículos transitorios
de la Constitución, algunos de los cuales van a
ser inaplicables, como el 279 y el 299, que se
refieren a un candidato presidencial de las
FFAA, no establecen un itinerario claro para la
transición que, a mi entender, debe ser gra­
dual, empezando ahora con las leyes políticas
y no dejar todo pendiente para el año 89, por­
que entonces no habría período progresivo de
transición, sino un cambio brusco, con todos
los riesgos que esto significa para el país". Esta
afirmación de Jarpa (del año 1987) nos revela
que ese año se consideraba absolutamente
inaplicable el mecanismo que con decisión Pi-
nochet impulsó y llevó hasta el final y que fue,
también, un elemento y un factor de la transi­
ción.

En la Democracia Cristiana, en tanto Patri­
cio Aylwin hizo ver que el Acuerdo era una cria­
tura naciente, a la que había que dar tiempo
"para que madure y se consolide', Boeninger
advirtió el peligro de que por la negativa a dia­
logar por parte del Ejecutivo, se volviera a radi­
calizar una parte de la oposición en la tesis de
la movilización, debilitando la disyuntiva de la
negociación.

Contradiciendo las críticas al Acuerdo de
los sectores más cercanos al Gobierno, Boe­
ninger decía lo siguiente en una cita que tiene,
creo yo, bastante interés: "Jaime Guzmán no
aprecia lo que significa que el Partido Socialista
y la Izquierda Cristiana acepten garantizar
constitucionalmente la vigencia del derecho de
propiedad. No llega a comprender la trascen­
dencia de que los perseguidos de este tiempo
adhieran a un compromiso que descarta cual­
quier género de vendetta, juicio colectivo o co­
sa que se le parezca. No valora el hecho de
que la derecha firmante del Acuerdo, que ha si­
do partidaria del régimen actual, acepte que es
imprescindible introducir modificaciones, po­
cas pero muy fundamentales, a la Constitución
Política vigente por la que ella votó en 1980.
La importancia que para el futuro político del
país tiene la aparición y el fortalecimiento de
una izquierda democrática es un fenómeno ab­
solutamente subestimado e, incluso, ignorado
por quienes asumen enfoques como los que
postula Jaime Guzmán'.

La polémica pública sobre el Acuerdo Na­
cional no sólo fue intensa sino que fue útil, por
cuanto abarcó temas claves de la transición,
respecto de los cuales muchos y principales
actores políticos pusieron su mayor interés en
mostrar posiciones renovadas y en dejar de in­
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sistir exclusivamente en temas de confronta­
ción. Las renovaciones ideológicas comenza­
ron a tener, entonces, un interesante proceso
reciproco, de mayor credibilidad en sectores
partidarios y adversarios del régimen militar,
que mutuamente se fueron influenciando.

El Acuerdo permitió que la oposición co­
menzara a digerir también la realidad de llegar
a 1989 con Pinochet en el poder. Sergio Moli­
na lo expresó entonces con mucha claridad:
'Sí en este momento (era 1985) el país contara
con una ley de registro electoral, con una ley
de elecciones y supiera que las próximas elec­
ciones presidenciales se van a efectuar de ma­
nera democrática, abierta, con votación univer­
sal, libre, informada y secreta, se produciría
una gran pacificación. El polémico tema del
año 89 perdería vigencia, la realidad nacional
sería de tal naturaleza, que esa discusión pasa­
da a segundo término'.

En varias intervenciones, Jaime Guzmán y
la UD1 insistieron en que la visión que ellos te­
nían del Acuerdo es que era sólo un paraguas
extendido para hacer aparecer concordando en
materias en las cuales, en realidad, sus sus-
criptores podían seguir divergiendo. Si lo que
se buscaba era favorecer una negociación de
los sectores civiles o políticos con el Gobierno,
bastaba -decía Guzmán- mucho menos de lo
dicho en el documento; pero si se quiso dar la
sensación de que la coalición representada en
el Acuerdo garantizaba un marco de gobemabi-
lidad futura y que había surgido una alternativa
viable de Gobierno para Chile, aunque se diga
que no se trata de un pacto político, entonces
habría sido necesario mucho más de lo dicho.

En lo que Guzmán veía una 'gelatina', Os­
car Godoy, firme defensor del Acuerdo, discer­
nía claramente en su articulado un proyecto li­
beral de sociedad. 'En las mutuas concesiones
que se han hecho los firmantes, aseguraba Go­
doy, se definen positivamente las bases de un
sistema democrático, pluralista y de un régi­
men socioeconómico capitalista*.

En verdad, muchas de las afirmaciones
vertidas en los debates sobre el Acuerdo resul­
taron premonitoras de lo que ocurriría en defi­
nitiva. Por ejemplo, aquella en la cual Edgardo
Boeninger aseguraba que había un avance ha­
cia una eventual negociación política, por
cuanto implícitamente los sectores firmantes
'que rechazan más globalmente esa Constitu­
ción (la de 1980) aceptarían las reglas del jue­
go que se convengan y lucharían después, en
el marco que ellas determinan, por reformas
adicionales'.

'Dicho más crudamente -decía Boeninger-
para los opositores la aceptación de plazos y 

fechas determinadas (1989 y
otras), supone superar la radical
desconfianza que les inspira el
general Pinochet, en quien no
ven intención alguna de transfe­
rir el poder, por lo que cualquier
concesión aparente de su parte
sería apenas un mero paso tácti­
co. Esta desconfianza no se ex­
tiende a las FFAA como institu­
ciones. Si se superara la extrema
desconfianza existente, cual­
quier solución se tornaría posi­
ble. Podría hacerse entender al
régimen de que, en aras de la
concordia, es aconsejable acor­
tar todos o algunos de los pla­
zos; o, inversamente, los oposi­
tores signatarios del Acuerdo po­
drían incluso someterse a un itinerario que cul­
minara en 1989. Por mi parte, considero -decía
Boeninger- que no hay salida pacífica a la de­
mocracia sin negociación política".

Angel Flisfisch anotaba, a su vez, otra anti­
cipación del futuro al indicar que un escenario
político dominado por la negociación haría
muy probable un desenlace democrático signi­
ficativamente moderado en sus contenidos, co­
mo efectivamente ocurrió.

Sergio Molina fue uno de
los redactores del borra­
dor del Acuerdo, junto
con Fernando Léniz
y José Zavala.

A la postre, nadie desertó del Acuerdo. En
esencia, la evolución del país permitió mante­
ner el espíritu de lo firmado en 1985. Vale re­
cordar que siete años después, y con razón, en
el mismo Círculo Español, todos sus firmantes
de derecha, de centro y de izquierda, incluido
el propio Presidente de la República, Patricio
Aylwin, le manifestaron su gratitud al Cardenal
Fresno.

La ley de inscripciones electorales quedó
promulgada en octubre de 1986 y comenzó a
funcionar el Servicio Electoral; la ley de parti­
dos políticos, en marzo siguiente; y la ley de
votaciones populares y escrutinios, en mayo
de 1988. Todo esto impulsado por un ritmo
institucionalizador que siguió adelante el Minis­
tro del Interior Ricardo García, independiente­
mente de todas las turbulencias que represen­
taban las acciones terroristas, por una parte, y
las acciones de movilización social y el clima
político en general. Es evidente, también, co­
mo se ha señalado aquí, que 1986 fue marca­
do por dos acciones de origen comunista -la in­
ternación de arsenales en el norte y el atenta­
do al Presidente Pinochet- cuyo impacto asen­
tó, evidentemente, la nueva estrategia que ya
se insinuaba en la oposición democrática.

Bien reconstituida a partir de la apertura
del 83, la Democracia Cristiana, conducida 
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ahora por Patricio Aylwin, siguió rechazando el
plebiscito y reclamando elecciones libres y
abiertas. Según sostenía entonces Aylwin, en el
plebiscito ganaría el "NO", con grave daño al
país, que entraría en un proceso de convulsión
con un Gobierno repudiado por la mayoría de
los chilenos y sufriendo las FFAA el deterioro
de su prestigio a consecuencia del rechazo de
su proposición.

El Partido Demócrata Cristiano, sin embar­
go, optó por aterrizar en esta cancha generada
desde el régimen, en la legislación entonces vi­
gente, y se inscribió masivamente en los regis­
tros electorales. Una campaña nacional que es­
tuvo a cargo y que lideró Adolfo Zaldivar y que
le permitió constituirse legalmente como parti­
do político.

La decisión final de no privilegiar la movili­
zación social que los enfrentaría con el régi­
men, sino la movilización político-electoral, fue
fundamentada por Aylwin en los objetivos in­
mediatos del Acuerdo Nacional firmado por él
dos años atrás. Así pues, frente a sectores DC
partidarios de extremar la movilización en to­
dos los frentes -porque la anterior directiva de
Valdés, el sector más "chascón" de Hormaza-
bal y otros seguía postulando las mismas tesis
de antes de la oposición- la balanza interna de
la Democracia Cristiana finalmente se inclinó
por la postura impulsada, entre otros, por los
sectores identificados con Boeninger, con Ha-
milton y con los renovadores de Adolfo Zaldi­
var.

A las resoluciones anteriores, la Democra­
cia Cristiana sumó el acuerdo de inscribirse no
como Partido Unico de la Oposición, sino co­
mo Partido Demócrata Cristiano.

La fórmula política inicial para ganar el Go­
bierno, que estaba constituido sólo por parti­
dos de centro, se extendía hasta el Partido por
la Democracia (PPD), con un arco de gobema-
bilidad que abarcaba a todos los demás parti­
dos, pero que excluía al Partido Comunista, fue
reemplazada, al ser elegido Aylwin candidato a
la Presidencia, por la estrategia del frente am­
plio de la Concertación, que incluyó a los so­
cialistas de Almeyda.

fallidos. Los hechos que se estiman que deben
ocurrir no ocurren y suceden en una dirección
sorpresiva que está marcada por una interrela-
ción cada vez más profunda entre los actores
de la oposición y los actores del Gobierno; so­
bre todo, porque evidentemente pesa este
marco institucionalizador, este marco autofija-
do en la Constitución de 1980, que el régimen
nunca dejó de lado, cualquiera fueran los mo­
vimientos internos que tenia al respecto y que
en definitiva le dieron una cancha de aterrizaje
a la oposición después de 1986-1987, para
realmente procurar su victoria democrática lim­
pia en el plebiscito y luego proceder a la refor­
ma de la Constitución que, finalmente, le dio al
sistema la legitimidad y que, a mi juicio, consu­
mó la transición.

NOTA
I Exposición realizada en el seminario 'A Veinte

Años del 11 de Septiembre de 1975", organiza­
do por la Universidad Finís Térras en 1993.

A MODO DE CONCLUSION
Este recorrido por la evolución de la transi­

ción nos hace ver, a través de hechos culmi­
nantes y de los testimonios de los actores de la
época, que en definitiva la transición chilena
es efectivamente, como se ha dicho, un proce­
so original en el cual los diagnósticos resultan
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